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Panel integrado por su presidenta, la jueza Birriel Cardona, la jueza 
Romero García1 y la jueza Álvarez Esnard. 
 
Romero García, jueza ponente. 
 

SENTENCIA 
 

En San Juan, Puerto Rico, a 7 de junio de 2022. 

La controversia ante nuestra consideración trata de la validez de un 

acuerdo de arbitraje, suscrito entre las partes litigantes, que obligaba a la 

señora Tania Chloé Torres Rivera (señora Torres Rivera) a tramitar 

cualquier reclamo laboral contra su patrono por la vía de arbitraje. 

Examinadas las sendas posiciones de las partes comparecientes, 

este Tribunal concluye que procede confirmar la Sentencia dictada por el 

foro primario, que desestimó sin perjuicio la demanda instada por la señora 

Torres Rivera contra su patrono y que dispuso sobre la obligatoriedad del 

acuerdo de arbitraje. 

I 

 La señora Torres Rivera trabajó para Bold Holding, LLC (Bold LLC) 

desde el 3 de abril de 2017, hasta el 1 de agosto de 2019, fecha en que 

presentó su renuncia, presuntamente involuntaria. Al momento de su 

renuncia, se desempeñaba como tesorera de Bold LLC. A raíz de ello, el 

 
1 Mediante la Orden Administrativa OATA-2022-002 emitida el 3 de enero de 2022, se 
designó a la jueza Giselle Romero García para entender y votar en el caso del título, en 
sustitución del juez Héctor Vázquez Santisteban, quien se acogió a los beneficios del 
retiro. 
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13 de julio de 2020, la apelante instó una Demanda2 por despido 

injustificado al amparo de la Ley Núm. 80 de 30 de mayo de 1976, según 

enmendada (Ley Núm. 80); y de la Ley Núm. 115 de 20 de diciembre de 

1991, según enmendada (Ley Núm. 115); y solicitó los daños y perjuicios 

sufridos, a tenor con el Art. 1802 y 1803 del Código Civil de Puerto Rico de 

1930, según enmendado3.  

En síntesis, y conforme a las alegaciones de la demanda, la señora 

Torres Rivera se vio forzada a presentar su renuncia, pues su patrono 

había incurrido en una serie de actos adversos y represivos en su contra. 

Además, adujo que la conducta desplegada por su patrono le había 

provocado severos daños emocionales, y que tal conducta respondió a sus 

quejas ante la oficina de recursos humanos de la empresa, por las cuales 

esta incurrió en actos de represalia contra ella.  

El 9 de diciembre de 2020, Bold LLC compareció y, sin someterse a 

la jurisdicción del tribunal, presentó una Moción de desestimación por falta 

de jurisdicción por existencia de acuerdo de arbitraje4. En ella, el patrono 

apelado arguyó que la señora Torres Rivera había suscrito un Confidential 

information and invention assignment agreement que, entre otras cosas, 

disponía para que cualquier asunto laboral que se suscitase entre las 

partes fuera sometido a un proceso de arbitraje. Por tanto, planteó que el 

Tribunal de Primera Instancia carecía de jurisdicción sobre la materia 

para atender los planteamientos de la señora Torres Rivera.    

El 11 de enero de 2021, la señora Torres Rivera presentó su 

Oposición a Moción de Desestimación5. En síntesis, adujo que la moción 

de desestimación por falta de jurisdicción carecía de méritos, pues no se 

había obligado a arbitrar sus reclamaciones. Arguyó que la cláusula de 

 
2 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 1-10. 
 
3 A la fecha de los hechos pertinentes a esta causa aún no había entrado en vigor la Ley 
Núm. 55-2020, conocida como el Código Civil de 2020; este entró en vigor el 28 de 
noviembre de 2020. 
  
4 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 12-29. Esta moción fue acompañada de dos 
anejos: el A y el B, que constituyen copia de los dos acuerdos de arbitraje que discutiremos 
más adelante. 
 
5 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 30-41. 
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arbitraje en controversia no constituía una renuncia a que las 

reclamaciones laborales se adjudicaran por un tribunal de derecho, sino 

más bien una renuncia a que tales reclamaciones fueran sometidas a un 

juicio por jurado.  

Además, la señora Torres Rivera planteó hechos adicionales 

relacionados con los dos documentos adjuntados a la solicitud de 

desestimación. En cuanto al Anejo A, lo describió y apuntó que el mismo 

no aparecía firmado por ella o por Bold LLC6. En cuanto al Anejo B, admitió 

que, el 20 de mayo de 2019, firmó el documento intitulado Confidential 

information and invention assignment agreement. Sin embargo, adujo que, 

a la fecha de la firma del Anejo B, ya llevaba trabajando para Bold LLC 

poco más de dos años, por lo que ese contrato no había constituido una 

condición para su reclutamiento y el salario devengado. Por último, afirmó 

que, al 20 de mayo de 2019, ya ella había presentado sus quejas ante la 

división de recursos humanos y los actos de represalia ya se habían 

configurado. Así pues, concluyó que el contrato no era válido, por lo que 

solicitó que el tribunal declarase sin lugar la solicitud de desestimación del 

patrono.  

El 1 de febrero de 2021, Bold LLC presentó su réplica7. A ella adjuntó 

una declaración jurada suscrita por el señor Luis Rolón González, socio de 

negocios de recursos humanos de Bold LLC, quien consignó que la firma 

del Anejo B por la señora Torres Rivera el 20 de mayo de 2019, respondió 

a una auditoría de los expedientes de personal de los empleados de la 

compañía. Durante el transcurso de la auditoría, se percató de que varios 

expedientes de personal carecían del acuerdo o que, obrando en el 

expediente el acuerdo, este no había sido debidamente archivado. A su 

declaración jurada el señor Rolón González unió varios documentos en 

apoyo de sus afirmaciones. 

 
6 Nada dijo en cuanto a que dicho documento aparece inicialado por ella, al margen 
izquierdo de cada hoja. Véase, apéndice del recurso, a las págs. 20-23. 
 
7 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 43-47. 
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La señora Torres Rivera no presentó una dúplica, por lo que el 

asunto quedó sometido. 

El 23 de julio de 2021, notificada el 28 de julio siguiente, el Tribunal 

de Primera Instancia, emitió su Sentencia8. En ella, el foro apelado acogió 

la solicitud de desestimación al amparo de la Regla 10.2 de las de 

Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, como una de sentencia sumaria 

conforme a la Regla 36 del mismo cuerpo reglamentario, y concluyó que el 

acuerdo de arbitraje abarcaba toda reclamación laboral entre las partes 

litigantes y que el mismo sí había constituido una condición del empleo de 

la señora Torres Rivera. Por lo tanto, declaró con lugar la solicitud de 

desestimación de Bold LLC y desestimó sin perjuicio la demanda, con el fin 

de que se agotase el mecanismo de arbitraje pactado. 

Insatisfecha con el dictamen, el 27 de agosto de 2021, la señora 

Torres Rivera presentó este recurso de apelación, en el que señaló los 

siguientes errores: 

Primer Error: Erró el TPI al ordenar la desestimación de la 
demanda y determinar que la prestación otorgada a la 
apelante a cambio del acuerdo firmado en mayo de 2019 
consistió en la continuidad de su empleo en Bold cuando 
dicha determinación no está apoyada por el acuerdo.  
 
Segundo Error: Erró el TPI al desestimar la demanda tras 
convertir la moción de desestimación radicada al amparo de 
la 10.2(1) a una de sentencia sumaria en contra de las 
disposiciones de la Regla 10.2 de Procedimiento Civil, y sin 
notificación previa a la apelante, en violación al debido 
proceso de ley y la Regla 36 de Procedimiento Civil. 

 
(Énfasis omitido).  
 

En respuesta, el 16 de agosto de 2021, Bold LLC presentó su 

Alegato en Oposición a Apelación. Así pues, con el beneficio de la 

comparecencia de ambas partes, procedemos a resolver la controversia 

que nos ocupa.  

 

 

 

 
8 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 56-66. 
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II 

A  

 En primer lugar, discutiremos el segundo señalamiento de error 

apuntado por la señora Torres Rivera, en cuanto a la facultad que 

ostentaba el foro primario para convertir la moción de desestimación 

presentada por Bold LLC al amparo de la Regla 10.2(1) de las de 

Procedimiento Civil, en una de sentencia sumaria, sin que presuntamente 

se cumpliera cabalmente con los requisitos de forma que manda la Regla 

36 de Procedimiento Civil. En otras palabras, si el tribunal apelado estaba 

en posición de adjudicar la controversia medular del caso de manera 

sumaria. 

La Regla 10.2 de Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V, R.10.2, 

dispone como sigue:  

Toda defensa de hechos o de derecho contra una 
reclamación se expondrá en la alegación responsiva excepto 
que, a opción de la parte que alega, las siguientes defensas 
pueden hacerse mediante una moción debidamente 
fundamentada: 
  
(1) Falta de jurisdicción sobre la materia.  
(2) Falta de jurisdicción sobre la persona.  
(3) Insuficiencia del emplazamiento.  
(4) Insuficiencia del diligenciamiento del emplazamiento.  
(5) Dejar de exponer una reclamación que justifique la 
concesión de un remedio.  
(6) Dejar de acumular una parte indispensable. 
 
[…] Si en una moción en que se formula la defensa 
número (5) se exponen materias no contenidas en la 
alegación impugnada, y éstas no son excluidas por el 
tribunal, la moción deberá ser considerada como una solicitud 
de sentencia sumaria y estará sujeta a todos los trámites 
ulteriores provistos en la Regla 36 de este apéndice hasta su 
resolución final, y todas las partes deberán tener una 
oportunidad razonable de presentar toda materia 
pertinente a tal moción bajo dicha regla.  

 
(Énfasis nuestro). 
 

El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha analizado en múltiples 

ocasiones la conversión contenida en la Regla 10.2, en su modalidad del 

inciso (5). En cuanto a ello, ha dispuesto que, a los fines de disponer de 

una moción de desestimación por el fundamento de que la demanda no 

expone una reclamación que justifique la concesión de un remedio, los 
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tribunales vienen obligados a tomar como ciertos todos los hechos bien 

alegados en la demanda y considerarlos de la manera más favorable a la 

parte demandante. Rivera Sanfeliz et al. v. Jta. Dir. FirstBank, 193 DPR 38, 

49 (2015); Colón Rivera et al. v. ELA, 189 DPR 1033, 1049 (2013). Por 

tanto, la demanda no deberá ser desestimada a menos que se desprenda 

con toda certeza que el demandante no tiene derecho a remedio alguno 

bajo cualquier estado de hechos que puedan ser probados en apoyo de su 

reclamación. Consejo de Titulares v. Gómez Estremera et al., 184 DPR 

407, 423 (2012); Pressure Vessels P.R. v. Empire Gas P.R., 137 DPR 497, 

505 (1994).   

Resulta pertinente resaltar que la citada norma procesal establece  

que, si en una moción de desestimación en la que se formula la defensa 

número (5) se exponen materias no contenidas en la alegación impugnada, 

y estas no son excluidas por el tribunal, la moción deberá ser 

considerada como una solicitud de sentencia sumaria y estará sujeta 

a todos los trámites ulteriores provistos en la Regla 36 de las de 

Procedimiento Civil hasta su resolución final, y todas las partes deberán 

tener una oportunidad razonable de presentar toda materia pertinente a tal 

moción conforme a dicha regla. Sobre ello, el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico ha expresado lo siguiente:  

La conversión de una moción de desestimación en una de 
sentencia sumaria, a tenor con esta regla [10.2 de las de 
Procedimiento Civil], puede ocurrir cuando cualesquiera de 
las partes, el promovente o el promovido, someten materia 
que no formó parte de las alegaciones, tales como: 
deposiciones, admisiones, certificaciones y contestaciones a 
interrogatorios. El tribunal tiene plena discreción para 
aceptar o no la materia evidenciaria que se acompaña. 
Esta discreción normalmente la ejerce tomando en 
consideración si la materia ofrecida y la conversión 
subsiguiente facilitarían o no la disposición del asunto 
ante su consideración. Si de la materia ofrecida surge que 
el caso no se debería despachar sumariamente y que para su 
resolución se debería celebrar una vista en su fondo, el 
tribunal denegaría tanto la conversión de la moción de 
desestimación en una de sentencia sumaria, como la 
concesión de la desestimación. Si por alguna razón el tribunal 
decide no aceptar la materia presentada, el promovente 
puede presentar nuevamente la materia excluida como 
documentos que acompañen una moción de sentencia 
sumaria. 5A Wright and Miller, Federal Practice and 
Procedure: Civil 2d Sec. 1366 (1990). 
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Torres Capeles v. Rivera Alejandro, 143 DPR 300, 309 (1997). (Énfasis 
nuestro). 
 

De la lectura de la citada Regla 10.2 de las de Procedimiento Civil 

parecería surgir que la conversión de la moción de desestimación a una de 

sentencia sumaria está limitada al inciso (5), que se refiere a la defensa de 

ausencia de una causa de acción que justifique la concesión de un remedio. 

No obstante, la jurisprudencia puertorriqueña y la federal, que analiza la 

regla procesal análoga, nos demuestran lo contrario. 

Sobre ese asunto, veamos lo que nos informa Wright & Miller, en su 

tratado Federal Practice and Procedure: Civil 3d §1366 (suplementado en 

abril de 2022), a las págs. 144-147: 

Federal Rule 12(b) provides that a Rule 12(b)(6)9 motion 
to dismiss for failure to state a claim upon which relief 
can be granted is to be converted into a motion for 
summary judgment whenever matters outside the 
pleading are presented to and accepted by the court. The 
provision was added to Rule 12(b) in 1948 and relocated – 
along with the last sentence of Rule 12(c) – to Rule 12(d) in 
2007. As is described more fully elsewhere, even prior to the 
amendment most federal courts were accepting “speaking 
motions” – that is, motions supported or opposed by affidavits 
and other extra-pleading material – under Rule 12(b)(6). […]. 
 
As the 1948 Advisory Committee Notes indicate, the 
amendment of Rule 12(b) was designed to resolve conflict 
among the federal courts; as it sanctioned the growing 
practice of accepting matters outside the pleading on Rule 
12(b)(6) motions, and providing an express basis in the 
federal rules for the handling of such motions. The Note also 
makes it clear that this provision was not intended to permit 
resolution of disputes on the basis of affidavits and other 
pretrial data when there is a material issue of fact that justifies 
a trial on the merits. 
 
Rule 12(d) is applicable only to a Rule 12(b)(6) motion to 
dismiss for failure to state a claim and a Rule 12(c) motion for 
judgment on the pleadings. The reason for the exclusion of 
the other defenses listed in Rule 12(b) is fairly clear. 
There never has been any serious doubt as to the 
availability of extra-pleading material on these motions. 
Moreover, the other Rule 12(b) defenses are in the nature 
of pleas in abatement and only challenge the propriety of 
the particular federal court adjudicating the claim before 
it and do not reach the validity of the claim itself. Since a 
motion for summary judgment is designed to test the merits or 
the viability of the claim, the defenses enumerated in Rule 
12(b)(1) through Rule 12(b)(5) and Rule 12(b)(7) generally 
are not proper subjects for motions for summary judgments. 

 

 
9 Equivalente a nuestra Regla 10.2(5) de Procedimiento Civil. 



 
 
 
KLAN202100670 

 

 

8 

(Énfasis nuestro; notas al calce omitidas)10. 

En otras palabras, en la esfera federal, la inclusión de la referencia 

a la conversión de la moción de desestimación al amparo de la defensa de 

la ausencia de una reclamación que justifique la concesión de un remedio 

se realizó en el 1948, con el fin de que las cortes federales contaran con 

un claro mandato en cuanto a la deseabilidad de aclarar que esa defensa 

era susceptible de atenderse como una solicitud de sentencia sumaria si 

las declaraciones juradas y otros documentos que se adjuntaran a la 

petición reflejaban la inexistencia de una causa de acción válida. 

Como bien apunta Wright and Miller, la práctica de adjuntar 

documentos a las alegaciones era, y es, común, y no necesariamente 

requiere de una solicitud de sentencia sumaria, pues tal práctica no va 

dirigida a los méritos de la reclamación, sino a asuntos contenidos en los 

restantes incisos de la Regla 12(b) de las Reglas de Procedimiento Civil 

Federal; tales como, falta de jurisdicción sobre la materia o sobre la 

persona; falta de una parte indispensable; insuficiencia del emplazamiento, 

etc. 

 
10 En su parte pertinente, la Regla 12 de las de Procedimiento Civil Federal lee como sigue: 

.              .            .             .            .            .            .             . 
(b) How to present defenses. Every defense to a claim for relief in any 
pleading must be asserted in the responsive pleading if one is required. 
Buy a party may assert the following defenses by motion: 
 

(1) lack of subject-matter jurisdiction; 
(2) lack of personal jurisdiction; 
(3) improper venue; 
(4) insufficient process; 
(5) insufficient service of process; 
(6) failure to state a claim upon which relief can be granted; 
and 
(7) failure to join a party under Rule 19. 

.              .            .             .            .            .            .             . 
 

(c) Motion for judgment on the pleadings. After pleadings are closed – but 
early enough not to delay trial – a party may move for judgment on the 
pleadings. 
 
(d) Result of presenting matters outside the pleadings. If, on a motion 
under Rule 12(b)(6) or 12(c), matters outside the pleadings are 
presented to and not excluded by the court, the motion must be 
treated as one for summary judgment under Rule 56. All parties must 
be given a reasonable opportunity to present all the material that is 
pertinent to the motion. 

 
(Énfasis nuestro). 
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De otra parte, y a modo de ejemplo, el Tribunal Supremo de Puerto 

Rico, ha reconocido la validez de adjuntar documentos, declaraciones 

juradas, entre otros, a una moción de desestimación instada al amparo de 

la Regla 10.2 de las de Procedimiento Civil, que nada tiene que ver con el 

inciso (5) de la citada regla.  

Por ejemplo, en Trans-Oceanic Life Ins. v. Oracle Corp., 184 DPR 

689 (2012), se trataba de una moción de desestimación al amparo del 

inciso (2) de la Regla 10.2, sobre falta de jurisdicción sobre la persona. El 

Tribunal Supremo reiteró su aval a la resolución de una moción de 

desestimación, que fue acompañada de una declaración jurada de una 

ejecutiva de la corporación demandada y de una certificación expedida por 

el Registro de Corporaciones del Departamento de Estado de Puerto Rico. 

Íd., a la pág. 696. Véase, además, Ind. Siderúrgica v. Thyssen Steel 

Caribbean, 114 DPR 548 (1983) (moción de desestimación acompañada 

de una declaración jurada del vicepresidente de la corporación 

demandada); Molina v. Supermercado Amigo, Inc., 119 DPR 330 (1987) 

(moción de desestimación acompañada de declaraciones juradas y 

documentos).  

En Trans-Oceanic Life Ins., el Tribunal Supremo concluyó que, ante 

una moción de desestimación al amparo de la Regla 10.2 de Procedimiento 

Civil, el foro primario puede: (1) simplemente evaluar la moción 

considerando solo las alegaciones de la demanda; (2) si se adjuntan 

documentos y declaraciones juradas, analizar estos conjuntamente 

con las alegaciones y los documentos y contradeclaraciones juradas 

que presente el demandante en su oposición; (3) señalar vista 

preliminar evidenciaria (decisión motu proprio o a solicitud de parte); o, (4) 

posponer la cuestión para decidirla después de la vista en su fondo al 

resolver el caso. 114 DPR, a la pág. 706. El Tribunal de Primera Instancia 

gozará de “gran discreción” sobre cómo proceder. Íd. Véase, además, 

Molina v. Supermercados Amigo, Inc., 119 DPR, a la pág. 337. 
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En apoyo de nuestra postura, recuérdese, además, que, conforme 

dispone la Regla 10.8(c) de las de Procedimiento Civil: “Siempre que 

surja, por indicación de las partes o de algún otro modo, que el 

tribunal carece de jurisdicción sobre la materia, éste desestimará el 

pleito.” (Énfasis nuestro). También, que las copias de cualquier documento 

o escrito que se acompañen como anejo a una alegación podrán ser 

consideradas como parte de esta. Regla 8.3 de las de Procedimiento Civil, 

32 LPRA Ap. V, R. 8.3. 

En síntesis, la inclusión de documentos en una moción de 

desestimación al amparo de la Regla 10.2(1) de las de Procedimiento Civil 

es perfectamente aceptable y también es susceptible de conversión a una 

moción de sentencia sumaria. No obstante, ni siquiera resulta 

indispensable la conversión. Una vez analizadas las alegaciones de la 

demanda, así como los documentos adjuntados a la moción de 

desestimación, el tribunal primario está obligado a, una vez constata que 

carece de jurisdicción sobre la materia, desestimar la demanda11. Así pues, 

el argumento esbozado por la parte apelante resulta inmeritorio. 

B 

El Art. 1206 del derogado Código Civil establece que “el contrato 

existe desde que una o varias personas consienten en obligarse respecto 

de otra u otras, a dar alguna cosa, o prestar algún servicio”. 31 LPRA sec. 

3371. Por tanto, las partes contratantes “pueden establecer los pactos, 

cláusulas y condiciones que tengan por conveniente, siempre que no sean 

contrarios a las leyes, a la moral, ni al orden público”. Art. 1207 del Código 

Civil, 31 LPRA sec. 3372. De igual forma, los contratos son negocios 

jurídicos que existen cuando concurren los requisitos de consentimiento, 

objeto y causa. Art. 1213 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3391. Estos se 

perfeccionan por el mero consentimiento, y desde ese momento cada una 

de las partes está obligada, no solo a cumplir con lo expresamente pactado, 

 
11 El foro primario no solo está facultado para dictar una sentencia desestimatoria, sino 
que, una vez comprueba que carece de jurisdicción sobre la materia, esta en la 
obligación de ordenar su desestimación. Así lo mandata la Regla 10.8(c) de las de 
Procedimiento Civil, 32 LPRA Ap. V. 
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sino también con las consecuencias que, según su naturaleza, sean 

conformes a la buena fe, al uso y a la ley. Art. 1210 del Código Civil, 31 

LPRA sec. 3375.   

 En lo que respecta a la controversia ante nuestra consideración, uno 

de los contratos validados por el Tribunal Supremo de Puerto Rico es el 

contrato de arbitraje en el contexto laboral. Aponte Valentín, et al. v. 

Pfizer Pharmaceuticals, LLC, op. de 10 de noviembre de 2021, 2021 TSPR 

148, 208 DPR ___, a las págs. 17-1812. Es decir, el arbitraje constituye una 

figura de naturaleza eminentemente contractual. Íd., a la pág. 20. Por tanto, 

la determinación de si un acuerdo crea o no el deber de arbitrar una 

controversia particular entre las partes constituye una tarea judicial. Íd., 

citando a S.LG. Méndez-Acevedo v. Nieves Rivera, 179 DPR 359, 367 

(2020); y, World Films, Inc. v. Paramount Pictures Corp., 125 DPR 352, 361 

(1990). 

Así pues, la controversia a ser dilucidada por el tribunal comprende 

tres modalidades: (1) si existe un convenio de arbitraje; (2) si tal convenio 

alcanza determinada controversia; y, (3) si tal convenio alcanza una disputa 

sobre la duración o expiración del contrato. Aponte Valentín, et al. v. Pfizer 

Pharmaceuticals, LLC, 2021 TSPR 148, a las págs. 20-21. 

Con relación al contrato de arbitraje laboral, debemos puntualizar 

que la mera inequidad en el poder de negociación entre un patrono y un 

empleado no constituye razón suficiente para resolver que los acuerdos de 

arbitraje nunca podrán ser exigibles en el contexto laboral. Íd., a la pág. 17, 

citando a Gilmer v. Interstate/Johnson Lane Corp., 500 US 20, 33 (1991). 

Por tanto, y constituyendo un contrato, su validez dependerá de la 

existencia de los requisitos fundamentales del perfeccionamiento de un 

contrato cualquiera, a decir: consentimiento, objeto y causa. Art. 1213 del 

Código Civil, 31 LPRA sec. 3391. 

 
12 Véase, además, Circuit City Stores v. Adams, 532 US 105, 114-115 (2001); y, Gilmer v. 
Interstate/Johnson Lane Corp., 500 US 20, 33 (1991). Ambas decisiones federales fueron 
adoptadas por el Tribunal Supremo de Puerto Rico, y citadas con aprobación en su opinión 
en Aponte Valentín, et al. v. Pfizer Pharmaceuticals, LLC, 2021 TSPR 148, a las págs. 17-
18.  
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En lo que nos atañe, la señora Rivera Torres plantea que el contrato 

de arbitraje suscrito el 20 de mayo de 2019, carece de prestación o causa. 

Es decir, que ese acuerdo de arbitraje no condicionaba su empleo a la firma 

del mismo. También, arguye que el contrato de arbitraje de 2017 tampoco 

es válido, pues no aparecía completo y firmado por ella y por su patrono. 

En primer lugar, reiteramos que en Puerto Rico existe una vigorosa 

política pública a favor del arbitraje como método alterno para la solución 

de disputas y, por tanto, toda duda sobre si procede o no el arbitraje debe 

resolverse a favor de este, conforme ha sido pactado. Aponte Valentín, et 

al. v. Pfizer Pharmaceuticals, LLC, 2021 TSPR 148, a la pág. 19; 

Constructora Estelar v. Aut. Edif. Púb., 183 DPR 1, 30 (2011). 

También, que un contrato de empleo puede contener una cláusula 

de arbitraje13. Ese tipo de cláusula condiciona el empleo de un prospecto 

empleado al otorgamiento del contrato de empleo que, a su vez, dispone 

para el arbitraje como mecanismo para atender cualquier controversia 

laboral. Esa constituye la causa del contrato o prestación estipulada.  

El argumento en que sostiene la señora Torres Rivera su alegación 

sobre este tema es que el contrato del 2017 fue archivado electrónicamente 

sin que constara su firma y la última página14; nunca negó que la iniciales 

que aparecían en el margen derecho del documento no fueran las suyas; 

tampoco negó que el contrato “incompleto” no obrara en su expediente de 

personal o que desconociera de su existencia. Aun así, la señora Torres 

Rivera arguye que su contrato de empleo carece de causa o prestación. Se 

equivoca. 

 
13 De manera ilustrativa y persuasiva, aludimos a la Sentencia del Tribunal Supremo en 
Méndez Jiménez v. Carso Const., 202 DPR 554 (2019); en particular, a la opinión de 
conformidad del Juez Asociado Señor Martínez Torres. En el voto particular, el juez 
Martínez Torres alude a las distintas ocasiones en que el Tribunal Supremo ha sustraído 
del proceso de arbitraje laboral ciertas reclamaciones. Íd., a las págs. 563-565. Puntualizó 
el juez Martínez Torres que una acción instada al amparo de la Ley Núm. 80 por despido 
injustificado no constituía una de esas excepciones. Así pues, en ese caso, la 
desestimación sin perjuicio del foro primario, con el fin de que se agotara el proceso de 
arbitraje, fue sostenida. 
 
14 Apuntamos que la cláusula arbitral, que fue redactada en letras mayúsculas, se 
encuentra entre las páginas que la señora Torres Rivera inicialó allá para el 2017. Véase, 
apéndice del recurso, a la pág. 23. 
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En la opinión más reciente en Aponte Valentín, et al. v. Pfizer 

Pharmaceuticals, LLC, 2021 TSPR 148, a la pág. 21, el Tribunal Supremo 

validó la cláusula de arbitraje laboral y dispuso explícitamente que, en 

nuestro ordenamiento, la continuidad en el empleo constituye una 

forma válida de consentir tácitamente a un acuerdo de arbitraje y que, 

para su validez, el acuerdo de arbitraje no tiene que estar firmado por 

las partes. 

Habiendo laborado para Bold LLC desde el 2017 y conociendo que 

como condición de su empleo en dicha entidad existía en su expediente el 

Confidential information and invention assignment agreement, que, a su 

vez, contenía la cláusula arbitral redactada en letras mayúsculas, la 

presunta falta de causa o de prestación carece de méritos. 

De otra parte, y como bien establece la opinión mayoritaria en 

Aponte Valentín, et al. v. Pfizer Pharmaceuticals, LLC, el mero hecho de 

continuar laborando para Bold LLC desde el 2017 hasta el 2019, se traduce 

en un consentimiento tácito a la cláusula de arbitraje contenida en el 

contrato, el cual no requería de la firma de la señora Torres Rivera para su 

validez.    

III 

 Como señalamos al comienzo de este Sentencia, la parte apelante 

señora Torres Rivera solicita que revoquemos la Sentencia dictada por el 

foro primario el 23 de julio de 2021, que desestimó sin perjuicio su demanda 

con el fin de que las partes litigantes agotaran el mecanismo de arbitraje 

dispuesto contractualmente. En su primer señalamiento de error, la 

apelante arguyó que el tribunal no debió haber desestimado sin perjuicio 

su demanda, pues el acuerdo de arbitraje laboral suscrito al inicio de su 

trabajo con Bold LLC, allá para el 2017, adolecía de causa y de 

consentimiento15. Cual discutido, no le asiste la razón. 

 
15 Resulta meritorio apuntar que, tanto el contrato de 2017, como el de 2019, contenía en 
su primera página, primer párrafo, la siguiente expresión:  
 

As a condition of my employment with BOLD HOLDINGS LLC, its 
subsidiaries, affiliates, successors or assigns (together the “Company”), 
and in consideration of my employment with the Company and my 
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Si bien el Confidential information and invention assignment 

agreement del 2017 no fue firmado por la señora Torres Rivera ni por Bold 

LLC, el mismo obraba en su expediente de personal digital y explícitamente 

disponía como sigue: 

8. Arbitration and Equitable Relief: 
 

Arbitration: EXCEPT AS PROVIDED IN SECTION 8(b) BELOW, 
I AGREE THAT ANY DISPUTE OR CONTROVERSY ARISING 
OUT OF, RELATING TO, OR CONCERNING MY 
EMPLOYMENT WITH THE COMPANY SHALL BE 
RESOLVED BY A SINGLE ARBITRATOR IN AN 
ARBITRATION TO BE HELD IN PUERTO RICO, IN 
ACCORDANCE WITH THE RULES THEN IN EFFECT OF THE 
AMERICAN ARBITRATION ASSOCIATION, SUBJECT ONLY 
TO MY RIGHT TO PURSUE ADMINISTRATIVE REMEDIES 
PRECEDENT TO ARBITRATION WITH APPROPRIATE 
LOCAL, STATE OR FEDERAL AUTHORITIES (SUCH AS THE 
EQUAL EMPLOYMENT OPPORTUNITY COMMISSION OR 
THE PUERTO RICO DEPARTMENT OF LABOR). THE 
ARBITRATOR MAY GRANT INJUNCTIONS OR OTHER 
RELIEF IN SUCH DISPUTE OR CONTROVERSY. THE 
DECISION OF THE ARBITRATOR SHALL BE FINAL, 
CONCLUSIVE AND BINDING ON THE PARTIES TO THE 
ARBITRATION.  
 
PARTIES TO THE ARBITRATION. JUDGMENT MAY BE 
ENTERED ON THE ARBITRATOR´S DECISION IN ANY 
COURT HAVING JURISDICTION. THE COMPANY SHALL 
PAY THE COSTS AND EXPENSES OF SUCH ARBITRATION, 
AND EACH OF US SHALL SEPARATELY PAY OUR 
COUNSEL FEES AND EXPENSES. 
 
THIS ARBITRATION CLAUSE CONSTITUTES A WAIVER OF 
EMPLOYEE´S AND THE COMPANY´S RIGHT TO A JURY 
TRIAL AND RELATES TO THE RESOLUTION OF ALL 
DISPUTES RELATING TO ALL ASPECTS OF THE 
EMPLOYER/EMPLOYEE RELATIONSHIP (EXCEPT AS 
PROVIDED IN SECTION 8(b) BELOW), INCLUDING BUT NOT 
LIMITED TO THE FOLLOWING CLAIMS:  
 
i. ANY AND ALL CLAIMS FOR WRONGFUL 

DISCHARGE OF EMPLOYMENT; BREACH OF CONTRACT, 

BOTH EXPRESS AND IMPLIED; BREACH OF THE 

COVENANT OF GOOD FAITH AND FAIR DEALING, BOTH 

EXPRESS AND IMPLIED; NEGLIGENT OR INTENTIONAL 

INFLICTION OF EMOTIONAL DISTRESS; NEGLIGENT OR 

INTENTIONAL MISREPRESENTATION; NEGLIGENT OR 

INTENTIONAL INTERFERENCE […] 

 
receipt of the compensation now and hereafter paid to me by 
Company, and for other good and valuable consideration, the receipt 
and sufficiency of which are hereby mutually acknowledged, the 
parties hereby agree as follows: 
 

.              .            .             .            .            .            .             . 
 
Apéndice del recurso, a las págs. 20 y 24, respectivamente. (Énfasis nuestro). 
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.              .            .             .            .            .            .             . 
 
Véase, apéndice del recurso, a la pág. 23. (Mayúsculas en el original; 
énfasis nuestro). 
 
 Por otra parte, el Confidential information and invention assignment 

agreement que firmó la señora Torres Rivera el 20 de mayo de 2019, 

añadía al inciso 8 lo que no aparecía cabalmente en el mismo documento 

suscrito en el 2017, como sigue: 

i. […] NEGLIGENT OR INTENTIONAL INTERFERENCE 
WITH CONTRACT OR PROPECTIVE ECONOMIC 
ADVANTAGE; AND DEFAMATION. 

 
ii. ANY AND ALL CLAIMS FOR VIOLATION OF ANY 
FEDERAL, STATE OR MUNICIPAL STATUTE, INCLUDING, 
BUT NO LIMITED TO, TITLE VII OF THE CIVIL RIGHTS ACT 
OF 1964, THE CIVIL RIGHTS ACTS OF 1991, THE AGE 
DISCRIMINATION IN EMPLOYMENT ACT OF 1967, THE 
AMERICAN WITH DISABILITIES ACT OF 1990, THE FAIR 
LABOR STANDARDS ACT, APPLICABLE STATE LAW 
CLAIMS, et seq.; 

 
iii. ANY AND ALL CLAIMS ARISING OUT OF ANY 
OTHER LAWS AND REGULATIONS RELATING TO 
EMPLOYMENT OR EMPLOYMENT DISCRIMINATION. 
 

Véase, apéndice el recurso, a las págs. 27-28. (Mayúsculas en el original). 
 

En su oposición a la solicitud de desestimación, la señora Rivera 

Torres primero arguyó que el acuerdo suscrito en el 2019 no abarcaba el 

arbitraje de quejas laborales, sino meramente había constituido una 

renuncia a que sus reclamos no fueran atendidos en un juicio por jurado16. 

Tal lectura de la cláusula en controversia es incorrecta. Como surge del 

contrato suscrito el 20 de mayo de 2019, el inciso 8(a), lee como sigue: 

8. Arbitration and Equitable Relief: 
 
(a) Arbitration: EXCEPT AS PROVIDED IN SECTION 8(b) 
BELOW, I AGREE THAT ANY DISPUTE OR CONTROVERSY 
ARISING OUT OF, RELATING TO, OR CONCERNING MY 
EMPLOYMENT WITH THE COMPANY SHALL BE RESOLVED 

 
16 Véase, apéndice del recurso, a la pág. 31, alegación núm. 5, que lee como sigue: 
 

5. Como apreciará más adelante el Tribunal, la demandante nunca otorgó 
el contrato de arbitraje como condición a su reclutamiento en Bold. Más 
aún, la cláusula de arbitraje en cuestión NO contiene una renuncia a que 
las reclamaciones se adjudiquen por el Tribunal de Derecho. Únicamente 
la renuncia en la cláusula de arbitraje es al derecho a juicio por jurado, lo 
que evidentemente no es el caso de autos, el cual se adjudicará por el 
Tribunal de Derecho. En otras palabras, la demandante no prestó su 
consentimiento ni renunció a su derecho a que sus reclamaciones 
laborales sean adjudicadas por un Juez. Veamos. 

 
(Subrayado en el original). 
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BY A SINGLE ARBITRATOR IN AN ARBITRATION TO BE 
HELD IN PUERTO RICO, IN ACCORDANCE WITH THE 
RULES THEN IN EFFECT OF THE AMERICAN ARBITRATION 
ASSOCIATION, SUBJECT ONLY TO MY RIGHT TO PURSUE 
ADMINISTRATIVE REMEDIES PRECEDENT TO 
ARBITRATION WITH APPROPRIATE LOCAL, STATE OR 
FEDERAL AUTHORITIES (SUCH AS THE EQUAL 
EMPLOYMENT OPPORTUNITY COMMISSION OR THE 
PUERTO RICO DEPARTMENT OF LABOR). THE 
ARBITRATOR MAY GRANT INJUNCTIONS OR OTHER 
RELIEF IN SUCH DISPUTE OR CONTROVERSY. THE 
DECISION OF THE ARBITRATOR SHALL BE FINAL, 
CONCLUSIVE AND BINDING ON THE PARTIES TO THE 
ARBITRATION. JUDGMENT MAY BE ENTERED ON THE 
ARBITRATOR´S DECISION IN ANY COURT HAVING 
JURISDICTION. THE COMPANY SHALL PAY THE COSTS AND 
EXPENSES OF SUCH ARBITRATION, AND EACH OF US SHALL 
SEPARATELY PAY OUR COUNSEL FEES AND EXPENSES. THIS 
ARBITRATION CLAUSE CONSTITUTES A WAIVER OF 
EMPLOYEE´S AND THE COMPANY´S RIGHT TO A JURY TRIAL 
AND RELATES TO THE RESOLUTION OF ALL DISPUTES 
RELATING TO ALL ASPECTS OF THE EMPLOYER/EMPLOYEE 
RELATIONSHIP (EXCEPT AS PROVIDED IN SECTION 8(b) 
BELOW), INCLUDING BUT NOT LIMITED TO THE FOLLOWING 
CLAIMS: 

.              .            .             .            .            .            .             . 
 

Apéndice de recurso, a la pág. 27. (Mayúsculas en el original; énfasis 
nuestro). 
 

 La declaración jurada y los documentos adjuntados a esta17, según 

anejados a la réplica de Bold, apoyan nuestra postura. Allí aparece la 

constancia de los documentos suplidos a la señora Torres Rivera desde el 

5 de abril de 2017; entre ellos, el manual del empleado y el “confidentiality 

agreement”18. Luego, aparecen los correos electrónicos en los que la 

señora Torres Rivera acusa recibo del contrato y de su firma: “Hi Luis 

[Rolón]- As per request, please find attached the executed Confidentiality 

Agreement”19. Este último correo electrónico fue enviado por la señora 

Torres Rivera el 20 de mayo de 2019. Nótese que, en el intercambio de 

correos electrónicos, la apelante no cuestiona las razones por las cuales el 

señor Rolón solicitaba que suscribiera nuevamente el contrato.  

 La apelante también plantea que el foro primario erró al convertir la 

solicitud de desestimación de Bold LLC en una de sentencia sumaria, sin 

 
17 Véase, apéndice del recurso, a las págs. 50-55. 
 
18 Íd., a la pág. 52. 
 
19 Íd., a la pág. 54. 
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previo aviso y sin otorgarle la oportunidad de rebatir los argumentos del 

patrono. Este argumento también carece de méritos. 

Cual discutido previamente, una vez el tribunal se percató de que 

carecía de jurisdicción sobre la materia, estaba obligado a desestimar la 

demanda. Recordemos que es norma trillada que, debido a la importancia 

de que las actuaciones de los tribunales sean dentro del marco de su 

jurisdicción, estos deben ser celosos guardianes de la misma. Sánchez v. 

Secretario de Justicia, 157 DPR 360, 369 (2002). Ello constituye un deber 

ministerial. Sociedad de Gananciales v. A.F.F., 108 DPR 644, 645 (1979).   

Del mismo modo, es un principio fundamental de derecho que los 

tribunales no pueden atribuirse jurisdicción si no la tienen, ni las partes 

pueden otorgársela. Vázquez v. A.R.P.E., 128 DPR 513, 537 (1991). En 

síntesis, si un tribunal no tiene jurisdicción para atender una demanda, 

el único curso decisorio es desestimarla, pues, de emitir dictamen 

alguno en los méritos sin tener jurisdicción sobre las partes o la materia, 

este será nulo y no se podrá ejecutar, por ser ultra vires. Maldonado v. 

Junta de Planificación, 171 DPR 46, 55 (2007). 

De hecho, el Tribunal de Primera Instancia ni siquiera estaba 

obligado a convertir la moción de desestimación en una de sentencia 

sumaria. Al fin y al cabo, lo único que tenía que determinar el tribunal era 

si ostentaba o no jurisdicción sobre la materia. Por tanto, no le correspondía 

atender los méritos de la reclamación laboral articulada por la apelante, 

sino, única y exclusivamente, si había mediado una cláusula de arbitraje 

laboral, que le impedía pasar juicio en primera instancia sobre el supuesto 

despido constructivo de la señora Torres Rivera. El foro primario actuó 

correctamente. 

En cuanto al planteamiento de que a la apelante se le impidió 

presentar una dúplica a la réplica del patrono, este resulta igualmente 

inmeritorio. La réplica a la oposición a la moción de desestimación fue 

presentada por la parte apelada el 1 de febrero de 2021. El tribunal no 

resolvió la solicitud de desestimación sino hasta el 23 de julio de 2021. En 
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el ínterin, la señora Torres Rivera se cruzó de brazos y optó por no someter 

contradeclaración alguna en apoyo de su oposición. Así pues, no existe en 

el récord documento o declaración jurada alguna que contradiga la 

declaración jurada del señor Luis Rolón González y los documentos que 

este adjuntó a la misma.   

 En fin, no nos cabe duda de que la señora Torres Rivera conocía de 

la existencia del acuerdo de confidencialidad, que contenía la cláusula de 

arbitraje laboral, desde que comenzó en su empleo con la apelada en el 

2017. Si bien este no estaba debidamente firmado por ella, sí constaba en 

su expediente de personal y la continuidad en su empleo hasta el 2019 

constituyó una aceptación tácita a los términos del mismo. 

Adicionalmente, el acuerdo de confidencialidad, con su cláusula 

arbitral, fue reiterado y debidamente cumplimentado y firmado por la señora 

Torres Rivera el 20 de mayo de 2019. 

Reiteramos que el Tribunal de Primera Instancia actuó 

correctamente y que los señalamientos de error apuntados por la apelante 

no se sostienen en derecho.  

IV 

En virtud de lo antes expuesto, este Tribunal confirma la Sentencia 

dictada por el Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de Bayamón, el 

23 de julio de 2021, que desestimó sin perjuicio la demanda instada por la 

señora Tania Chloé Torres Rivera contra Bold Holdings LLC.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la secretaria del Tribunal 

de Apelaciones. 

La jueza Birriel Cardona disiente sin opinión escrita. 

 
 

Lcda. Lilia Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


